COMPETENCIA FUNCIONAL EN TUTELA/ Conocimiento de acción de amparo contra Fiscalía Seccional Delegada corresponde a la Sala Penal del Tribunal por ser esta superior del juez a que aquella está adscrito/ Entidad demandada de mayor jerarquía como referencia para establecer la competencia 
“(…) la vulneración de los derechos cuya protección invoca el accionante, proviene de conductas que se atribuyen a la Fiscalía Seccional Delegada ante los Juzgados Penales del Circuito de Pereira, que al tener conocimiento de la noticia criminal, es la facultada para autorizar la inscripción de la defunción.”
“Por lo tanto, como el superior funcional del juez al que el referido Fiscal se encuentra adscrito es la Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira, es esta la que debe conocer del asunto. 

Y aunque la acción involucra a una entidad del sector descentralizado por servicios, naturaleza jurídica de la que participa la Registraduría Delegada Departamental de Risaralda, la competencia sigue radicada en la Sala Penal del Tribunal Superior de este Distrito Judicial (…) de conformidad con el  último inciso del numeral 1º del artículo atrás citado (…) siendo en este caso el Fiscal Seccional Delegado ante los Juzgados Penales del Circuito de Pereira el que mayor entidad detenta, desde el punto de vista jerárquico.”
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, abril veinticinco (25) de dos mil dieciséis (2016)
Expediente No. 66001-22-13-000-2016-00511-00
El señor Luís Hernán Bedoya Restrepo instauró acción de tutela contra la Registraduría Nacional del Estado Civil y la Fiscalía General de la Nación, ambas con sede en Pereira, al considerar lesionados sus derechos fundamentales al debido proceso, al acceso a la justicia y a una administración recta y justa. 
Pretende se ordene a las entidades demandadas dar de baja a la cédula de ciudadanía de su difunta esposa María Sislene Londoño de Bedoya y expedir el registro civil de defunción de la misma.

Como fundamento de esas pretensiones dijo, en breve síntesis, que su esposa María Sislene Londoño de Bedoya falleció el 31 de enero de 2016 en esta ciudad, luego de un aparatoso accidente en la ciudad de Cartago; en virtud de este último hecho, la entidad encargada de expedir la orden del registro civil de defunción es la Fiscalía General de la Nación, pero a la fecha, ni esta, ni la Registraduría Nacional del Estado Civil con sede en Pereira, han dado la orden de expedición del registro civil de defunción y tampoco la de cancelar la cédula de ciudadanía de la causante, con ocasión de su muerte. 
Lo anterior le ha causado inconvenientes de tipo legal ya que no ha podido realizar ningún tipo de gestión administrativa o judicial con ocasión de la muerte de su esposa, como la pensión, sucesión, pólizas de vida, etc.
De los supuestos fácticos anteriores surge evidente que la vulneración de los derechos cuya protección invoca el accionante,  proviene de conductas que se atribuyen a la Fiscalía Seccional Delegada ante los Juzgados Penales del Circuito de Pereira, que al tener conocimiento de la noticia criminal, es la facultada para autorizar la inscripción de la defunción.
En esas condiciones, no es esta Sala competente para conocer de la acción propuesta. En efecto, dice el numeral 2º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000: “Cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior funcional del accionado. Si se dirige contra la Fiscalía General de la Nación, se repartirá al superior funcional del juez al que esté adscrito el fiscal.”
Por lo tanto, como el superior funcional del juez al que el referido Fiscal se encuentra adscrito es la Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira, es esta la que debe conocer del asunto. 

Y aunque la acción involucra a una entidad del sector descentralizado por servicios, naturaleza jurídica de la que participa la Registraduría Delegada Departamental de Risaralda
, la competencia sigue radicada en la Sala Penal del Tribunal Superior de este Distrito Judicial, porque de conformidad con el  último inciso del numeral 1º del artículo atrás citado, “Cuando la acción de tutela se promueva contra más de una autoridad y estas sean de diferente nivel, el reparto se hará al juez de mayor jerarquía, de acuerdo con las reglas establecidas en el presente numeral”, siendo en este caso el Fiscal Seccional Delegado ante los Juzgados Penales del Circuito de Pereira el que mayor entidad detenta, desde el punto de vista jerárquico.
En consecuencia, como no es esta Sala la competente para conocer de la acción instaurada, se rechazará y se ordenará remitir las diligencias a la Oficina Judicial –reparto-, para que sea repartida entre los magistrados que integran la Sala Penal del Tribunal Superior de este Distrito Judicial.
Lo anterior, para evitar futuras nulidades, teniendo en cuenta que la  Corte Suprema  de Justicia las ha declarado en acciones de tutela que ha tramitado este Tribunal sin tener competencia para ello.
Es necesario precisar que esta Sala no desconoce el contenido del auto 124 de 2009 proferido por la Corte Constitucional, en el que se  impuso como obligación a los funcionarios judiciales avocar el conocimiento de esta clase de acciones y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata; sin embargo, comparte el criterio de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en relación con la competencia que deben tener los jueces para conocer de las acciones de tutela, el que aún que aún se mantiene
. 

Además, por mandato del artículo 230 de la Constitución Política, los jueces están sometidos al imperio de la ley y por ende, no están obligados por ningún precepto jurídico a acoger, sin posibilidad de crítica ni discernimiento, el criterio plasmado por la Corte Constitucional en el último auto citado, del que respetuosamente esta Sala se aparta, con fundamento en las providencias de la Corte Suprema de Justicia citadas, que encuentran sustento en la normatividad jurídica.
En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

R E S U E L V E

1-. Por falta de competencia se rechaza la acción de tutela  propuesta por el señor Luís Hernán Bedoya Restrepo contra la  Fiscalía Seccional Delegada ante los Juzgados Penales del Circuito de Pereira y la Registraduría Delegada Departamental de Risaralda.
2.- Remítanse las diligencias a la Oficina de Administración Judicial para que sea repartida entre los magistrados que conforman la Sala Penal del Tribunal Superior de esta ciudad.

3.- Notifíquese esta decisión al demandante por el medio más eficaz.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, auto ATC 1262-2014 del  12 de marzo de 2014, MP. Dra. Margarita Cabello Blanco, reiterado en autos ATC 7505-2014 del 9 de diciembre de 2014, MP. Dra. Margarita Cabello Blanco, ATC 6128-2015 del 21 de octubre de 2015, MP. Dr. Luis Armando Tolosa Villabona.


� Ver por ejemplo autos del 30 de abril de 2010, MP. Arturo Solarte Rodríguez; del 5 de julio de 2011, MP. Fernando Giraldo Gutiérrez; del 8 de febrero de 2013, MP. Arturo Solarte Rodríguez y del 19 de agosto de 2014, MP. Margarita Cabello Blanco.








1

